BOLETÍN N° 1103-11
INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, recaído en la observación, en segundo trámite constitucional, formulada por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley que normaliza las plantas de personal del sector salud.
Honorable Senado:
Vuestra Comisión de Salud tiene el
honor de informaros respecto de la observación -en segundo trámite constitucional- formulada por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el rubro. El Primer Mandatario ha hecho presente la urgencia para el despacho de la iniciativa, con calificación de "simple", en todos sus trámites.
A la sesión en que se consideró
esta materia asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Salud, señor Rodrigo Contreras, y el Subjefe del mismo Departamento, don Mario Inostroza.
2.-
Para el estudio de este asunto se
han  tenido  en  consideración,  especialmente,  los siguientes antecedentes:
1.-   La   ley  Nº   19.086,   que
estableció nuevas normas sobre remuneraciones y cargos en plantas de personal del sector salud.
a)  Su  artículo  1º  modificó  los
grados de las plantas de personal del Ministerio de Salud y demás organismos dependientes mencionados en el artículo 15 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, a contar del 12 de agosto de 1991, en los términos que indica. Así, entre otros aspectos, dispuso el aumento en un grado de todos los cargos de la planta de Directivos.
b) Su artículo 3º, por su parte,
dispuso entre otras materias, que a contar del 12 de julio de 1992, los cargos de las plantas de Directivos que no se encuentran ubicados en el grado máximo de la respectiva planta, aumentarán en un grado, salvo que tal aumento igualare el grado del funcionario beneficiado con el de su superior inmediato.
3.-
2.- La ley Nº 18.972, que modificó
la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.
Su artículo 2º transitorio señala,
en su inciso primero, que "Los funcionarios en actual servicio que, con motivo de la modificación del artículo 7º de la ley Nº 18.834, pasen a tener la calidad de exclusiva confianza, tendrán derecho a los beneficios que otorga el artículo 22 transitorio agregado a la ley Nº 18.575.".
3.-  La  ley Nº  18.834,  Estatuto
Administrativo.
a) Su artículo 7º dispone que serán
cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad facultada para efectuar el nombramiento, los siguientes:
- Los cargos de la planta de la Presidencia de la República;
4.-
En   los   Ministerios,   los
Secretarios Regionales Ministeriales y los Jefes de División y de Departamento o Jefaturas de niveles jerárquicos equivalentes o superiores a dichas jefaturas, existentes en la estructura ministerial, cualquiera sea su denominación.
- En los servicios públicos, los
jefes superiores de los servicios, los subdirectores, los directores regionales y jefes de departamento o jefaturas de niveles jerárquicos equivalentes o superiores a dichas jefaturas, existentes en la estructura del servicio, cualquiera sea su denominación.
Se exceptúan los rectores de las
Instituciones de Educación Superior de carácter estatal, los que se regirán por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y los estatutos orgánicos propios de cada Institución.
b)  Su  artículo  20  transitorio
dispuso que los funcionarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 18.972, y los

5.-
funcionarios de carrera de la Presidencia de la República cuyos cargos, como consecuencia de la aplicación de esta ley, pasen a ser de exclusiva confianza y que debieran abandonar el Servicio a que pertenecen por pedírseles la renuncia, podrán optar por continuar desempeñándose en un cargo en extinción de igual grado y remuneración, adscrito a la respectiva repartición, pudiendo ser destinados a cualquier órgano de la Administración Civil del Estado dentro de la misma localidad en que ejercen sus funciones o, a una distinta con la anuencia del funcionario, sin que rija para estos efectos la limitación contemplada en el inciso tercero del artículo 48 de la ley N° 18.575 y en el inciso primero del artículo 67 de la ley Nº 18.834.
Su inciso segundo creó, para este
solo efecto, en los órganos de la Administración del Estado, los cargos adscritos necesarios para que los funcionarios que hayan ejercido esta opción con posterioridad al 10 de marzo de 1991 o la ejerzan en el futuro, accedan, automáticamente, a un empleo de igual grado y remuneración. Estos cargos -agrega-constituirán dotación adicional y se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el funcionario correspondiente.
6.-
Finalmente,   el   inciso   tercero
establece que si el funcionario renunciare a la alternativa señalada, cesará en funciones, recibiendo una indemnización equivalente a un mes de la última remuneración por cada año de servicio en la Administración del Estado, con tope de ocho meses, la que será compatible con el desahucio cuando corresponda y la pensión de jubilación, en su caso.
4.- La ley Nº 18.575, Ley Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
a) Su artículo 51 establece que sin
perjuicio de lo dispuesto en los Nºs. 9º y 10º del artículo 32 de la Constitución Política de la República, la ley podrá otorgar a determinados empleos la calidad de cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad facultada para efectuar el nombramiento.
No obstante   -agrega el  inciso
segundo-, la ley sólo podrá conferir dicha calidad a empleos que correspondan a los tres primeros niveles jerárquicos del respectivo órgano o servicio. Uno de

7.-
los niveles jerárquicos corresponderá, en el caso de los Ministerios, a los Secretarios Regionales Ministeriales, y en el caso de los servicios públicos, a los subdirectores y a los directores regionales. Si el respectivo órgano o servicio no contare con los cargos antes mencionados, la ley podrá otorgar la calidad de cargo de la exclusiva confianza, sólo a los empleos que correspondan a los dos primeros niveles jerárquicos. Para estos efectos, no se considerarán los cargos a que se refieren las disposiciones constitucionales citadas en el inciso precedente.
Con todo -añade el inciso tercero-,
la ley podrá también otorgar la calidad de cargo de la exclusiva confianza a todos aquellos que conforman la planta de personal de la Presidencia de la República.
Finalmente,  se  establece  que  se
entenderá por funcionarios de la exclusiva confianza aquéllos sujetos a la libre designación y remoción del Presidente de la República o de la autoridad facultada para disponer el nombramiento.
b)  Su  artículo  2º  transitorio
prescribe  que  las  leyes  que  en  virtud  de  la modificación introducida al inciso segundo del artículo

8.-
51, establezcan que determinados cargos pasen a tener la calidad de exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad facultada para efectuar el nombramiento, deberán otorgar a los funcionarios que ocuparen esos cargos, a la fecha de la ley respectiva, la opción de continuar desempeñándose en un cargo del mismo grado, en extinción, adscrito al órgano o servicio correspondiente, o a cesar en funciones y recibir una indemnización equivalente a un mes de la última remuneración por cada año de servicio en la Administración del Estado, con un tope de ocho meses, la que será compatible con el desahucio cuando corresponda y la pensión de jubilación, en su caso.
En relación  con el  proyecto de
ley en que recae el veto en informe, cabe hacer presente que el Congreso Nacional aprobó un artículo 8º -originado en sendas indicaciones de los HH. Senadores señora Feliú y señores Larre y Otero- por

9.-
el cual se declara, interpretando los artículos 1º y 3º de la ley Nº 19.086, que los aumentos de grado dispuestos para los cargos de las plantas de Directivos han favorecido, con las mismas limitaciones que en esos preceptos se contemplan, a los cargos adscritos creados en esas plantas por aplicación de los artículos 22 transitorio de la ley Nº 18.972 y 20 transitorio de la ley Nº 18.834.
Al respecto,  S.E. el Presidente de
la República ha formulado observación para reemplazar el artículo 82 antes referido, por otro, del siguiente tenor:
"Artículo     83.-     Declárase,
interpretando los artículos 1º y 3º de la Ley Nº 19.086, que los aumentos de grado dispuestos para los cargos de las plantas de Directivos no han favorecido a los cargos adscritos creados en estas plantas por aplicación del artículo 2º transitorio de la Ley Nº 18.972. Sin embargo, si por el concepto señalado se ha pagado, a algunos de los funcionarios que detentan estos cargos, una remuneración superior a la correspondiente a su grado, se le condonará la parte de ella que debería reintegrar.".
10.-
Sobre el particular, el Jefe del
Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Salud manifestó, en el seno de la Comisión, que la propuesta original de ese Ministerio consideraba que el beneficio en cuestión correspondía también a quienes desempeñaban cargos adscritos. No obstante, dicha propuesta no se habría materializado en el proyecto de ley que se sometiera a la consideración del Congreso Nacional por razones de financiamiento.
A  su vez, la H. Senadora señora
Feliú destacó que los artículos 1° y 3° de la ley N° 19.086 favorecieron a todo el personal de que tratan, sin distinción alguna, alcanzando, en consecuencia, a quienes se desempeñaban en cargos adscritos, consultándose, por ende, los correspondientes recursos para su financiamiento.
Por otra parte, hizo presente que
la situación descrita se avala por lo dispuesto en el artículo 48 de la ley Nº 19.269, publicada en el Diario Oficial de fecha 29 de noviembre de 1993, que textual​mente señala que "el personal que actualmente ocupe un cargo en extinción adscrito a las plantas de los servi​cios que se modifican en virtud de esta ley, mantendrán inalterable su situación, con su mismo grado y planta,

11.-
no obstante las variaciones que se produzcan dentro de ellas". Lo anterior confirma que cuando el legislador ha querido excluir de algún beneficio al personal que se desempeña en cargos adscritos lo ha manifestado en forma expresa, cuestión que no ocurrió respecto de los aumentos de grado dispuestos por la ley N° 19.086.
Por las razones anotadas,  la H.
Senadora señora Feliú se manifestó partidaria de insistir en la norma aprobada por el Congreso, pues la interpretación que efectúa se ajusta plenamente a la voluntad de la ley.
Por su parte, el H. Senador señor
Ruiz-Esquide recordó que la norma vetada por el Ejecutivo fue incorporada por la unanimidad del H. Senado, en segundo trámite constitucional, y aprobada en los mismos términos por la H. Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional.
Agregó que, de no haber ley sobre
la materia, y a fin de evitar la proliferación de juicios al respecto, debía buscarse una fórmula que, recogiendo los diferentes puntos de vista sobre el particular, solucione definitivamente el problema. Este criterio fue compartido por los restantes miembros

12.-
presentes de la Comisión y por los representantes del Ejecutivo asistentes a la sesión.
En  atención  a  lo  expuesto,  la
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Larre y Ruiz-Esquide, fue partidaria de mantener la disposición aprobada por el Parlamento.
De  acuerdo  a  lo  precedentemente
expresado, vuestra Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros presentes, ya individualizados, acordó proponeros rechazar la observación formulada por S.E. el Presidente de la República, e insistir en el texto del artículo aprobado por el Congreso Nacional.
13.-
Acordado en sesión de fecha 13 de
abril de 1994, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), señora Olga Feliú Segovia, y señor Enrique Larre Asenjo.
Sala de la Comisión, a 15 de abril
de 1994.
SERGIO SEPULVEDA G        Secretario
